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Susana Medina fue reelegida como presidenta de la Asociación de Mujeres
Jueces de Argentina el pasado 10 de marzo. En el mes de la mujer, AMJA sentó su posición

y comenzó un nuevo período (2017-2019) embanderándose con un espíritu de trabajo
y un objetivo claro: el derecho de las mujeres. 
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VISITALA

Es indiscutible que el incumplimiento de los deberes matrimoniales y  la violencia  generan gravísimos 
daños antijurídicos en las víctimas, que no se reparan con la separación, ni se indemnizan con las 
consecuencias legales previstas para el divorcio, ya que ni los alimentos, ni la pensión compensatoria 
resarcen el perjuicio causado.
Se dice, a nuestro juicio erradamente, que el cambio de paradigmasen materia de divorcio impide 
revisar las conductas habidas en el matrimonio y que si se admite que en un juicio de daños y perjui-
cios se juzgue los daños producidos por el incumplimiento de los deberes matrimoniales, se estaría 
dejando de lado el régimen de divorcio incausado y por una vía indirecta se juzgarían las conductas 
matrimoniales, en contra de la decisión legislativa de no hacerlo.
Esta respuesta es errónea porque confunde el divorcio con la responsabilidad por daños que son insti-
tutos absolutamente diferentes, que persiguen fines diversos y tienen objetivos distintos. Y porque erige 
al matrimonio en causal de excusación de la responsabilidad civil y de permisibilidad del daño, lo que 
genera injusticias intolerables.
Una cosa es poner fin al matrimonio de manera incausada, exprés, y no conflictiva y otra absoluta-
mente diferente es tomar la decisión de dejar sin reparar a una víctima de la violencia o del incumpli-
miento del deber de asistencia, en pro de lograr un divorcio sin causa.
La propuesta de no indemnizar el daño causado en el matrimonio para preservar el divorcio sin culpa no 
advierte que el divorcio incausado, se logra aunque se analice en otro expediente los daños que se pro-
dujeron durante la unión matrimonial,porque no se trata acá de indemnizar los perjuicios producidos por 
el divorcio sino aquellos que provienen del incumplimiento de deberes matrimoniales y de la violencia en 
el seno de la familia, queno pueden quedar sin reparar en base a que el divorcio en la Argentina es sin 
causa y en él no se analizan ni las conductas culpables, ni las que no lo son.
Es inconcebible que por defender una forma de divorcio, se deje de lado  el paradigma más caro al ser 
humano cuales el de no ser dañado injusta y gratuitamente en sus derechos fundamentales.
Hay que tener en cuenta que la falta de declaración de culpabilidad o inocencia en el proceso de di-
vorcio, no puede constituir un vil de indemnidad para que en el matrimonio se dañe al otro, en base a 
un cambio de paradigmas en materia familiar; ya que si bien los paradigmas en materia familiar han 
cambiado, lo han hecho en base a principios de derecho de hondas raíces humanitarias cuyas bases 
se encuentran justamente en el principio de “ no dañar a otro”; principio que el matrimonio ni olvida, 
ni deja de lado, ni mucho menos tolera su violación impune, porque el matrimonio no es no es causal 
de excusación de la responsabilidad civil. ni de permisibilidad del daño, ni de inmunidad.
No debemos olvidar que el status matrimonial no es una reducción o limitación de las prerrogativas de 
la persona sino más bien una agravación de las consecuencias a cargo del cónyuge responsable, por ello 
el hecho de estar casado no puede constituir a la víctima en un sujeto carente de derecho a la reparación.
 Así el principio de “ no dañar a otro”,  es un principio que el matrimonio ni olvida, ni deja de lado, ni mucho 
menos tolera su violación impune y los jueces/as somos quienes debemos velar por su cumplimiento.
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NOTA DE TAPA

El pasado 10 de marzo se llevó a cabo la asamblea general de AMJA donde se eligió la Comisión Directiva 

para el período 2017-2019. Además, se entregaron distinciones a las socias fundadoras: Gladys Álvarez, 

Ana María Luaces, Susana Nocetti de Angeleri y Rosa Vila.

SUSANA MEDINA FUE REELEGIDA COMO 
PRESIDENTA DE AMJA
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Con mucha alegría, les contamos que 
Susana Medina fue reelegida como pre-
sidenta de la Asociación de Mujeres Jue-
ces de Argentina (AMJA), mientras que 
Cristina Irene Leiva, vocal del Superior 
Tribunal de Justicia de Misiones, fue de-
signada vicepresidenta.
La votación se realizó el 10 de marzo 
pasado, fecha en la que se llevó a cabo 

la asamblea general extraordinaria para 
la elección de autoridades y la asamblea 
general ordinaria de aprobación de me-
moria y balance, en la Defensoría Gene-
ral de la Nación.
Además, se realizó un reconocimiento 
a las socias fundadoras Gladys Álvarez, 
Ana María Luaces, Susana Nocetti de 
Angeleri y Rosa Vila.
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ÁREA ACADÉMICA

l pasado 3 de febrero se llevó a 
cabo la reunión de Comisión y de 
Delegadas y referentes de todo el 

país, donde se presentó el Plan Educa-
tivo que tiene como objetivo de máxima 
constituir la Escuela de Capacitación Ju-
dicial en Género de AMJA,  la propuesta 
académica para el primer semestre del 
año en curso y el Campus virtual, todo lo 
cual fue aprobado en esa reunión (Foto 1, 
2 y 3). En cuanto a sus autoridades, la Di-
rectora General del Área Académica es 

Gloria M. Pasten de Ishihara y la Secre-
taria Académica, Viviana Mariel Dobarro. 
Con motivo de conmemorar el Día de 
la Mujer, se llevaron a cabo varias acti-
vidades que además, se han realizado 
durante ese mes en distintos lugares 
del país. Una de ellas fue en la Ciudad 
de Formosa, donde se dictó el cur-
so “Capacitación Médico Forense con 
perspectiva de Género” a cargo del Dr. 
Roberto Luis María Godoy. Delegada a 
cargo: Dra. Karina Kalafatich. (Foto 4). 

También, el 8 de marzo, en la Ciudad 
de Necochea, Provincia de Buenos Ai-
res, se dictó el curso “Uniones convi-
venciales y contratos prenupciales en 
el nuevo Código Civil y Comercial de la 
Nación”, impartido por el Dr. Eduardo 
Roveda. Delegada a cargo: Dra. Mariana 
Giménez. (Foto  5 y 6). En La Plata, ese 
mismo día, se realizó el “Inicio de activi-
dades del Instituto Derecho y Género en 
Conmemoración del Día de la Mujer”. 
Disertó la Dra. Claudia Caputi y brin-

AMJA INICIÓ SUS ACTIVIDADES
ACADÉMICAS 

En coincidencia con el 8 de marzo, Día Internacional de la Mujer, AMJA inició sus actividades académicas 

en distintos lugares del país. Sumado a esto, ya está online el Campus Virtual de Capacitación a Distancia.

Foto: 04Foto: 03Foto: 01

Foto: 02

Foto: 05

Foto: 06
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dó unas palabras alusivas el Dr. Víctor 
Horacio Violini, Presidente de la Asocia-
ción de Magistrados y Funcionarios del 
departamento Judicial de La Plata. La 
Coordinación general estuvo a cargo de 
las Dras. Mabel Cardoni  y María Laura 
Altamiranda. Organizó la A.M.F.  del De-
partamento Judicial de La Plata, Provin-
cia de Buenos Aires y AMJA. (Foto 7 y 8).
También en la ciudad de Formosa, pero 
el 17 de marzo, se dictó el Curso “Efec-
tos de la ruptura de pareja en el matri-
monio y las uniones convivenciales”, a 
cargo de la Dra. Graciela Medina y del 
Dr. Eduardo Roveda. Delagada a cargo: 
Dra. Karina Kalafatich (Foto 9 y 10). Ese 
mismo día en Necochea, se llevó a cabo 
el Curso “Perspectiva de Género en la 
valoración y cuantificación del daño en la 
mujer víctima de violencia” a cargo del 
Dr. José Mendelewicz. Delegada AMJA: 
Dra. Mariana Giménez (Foto 11).
En Corrientes, los días 17 y 18 de marzo 
se llevaron a cabo las “Jornadas Regio-

nales de Derecho Laboral y Relaciones 
del Trabajo”, en conjunto con la Univer-
sidad Nacional de Tres de Febrero y la 
Sociedad Argentina de Derecho Labo-
ral. AMJA auspició el evento y participó 
activamente mediante un panel donde 
expusieron las Dras. Nidia Alicia Bi-
llinghurst y Marisa Spagnolo. Delegada 
a cargo: Dra. Martha Altabe de Lértora 
(Foto 12: De izquierda a derecha: Gisella 
Valle de Bahía Blanca,  Martha Altabe de 
Lértore, Dr. Julio Grisolía,  Dra. Marisa 
Spagonolo, socia  AMJA y expositora y el 
Dr. Guillermo Pomares).

CURSOS DEL 
CAMPUS VIRTUAL

Los cursos del Campus Virtual están 
dirigidos a Socias/Socios de AMJA, 
Magistradas/Magistrados y Funcio-
narias/Funcionarios del Poder Judi-
cial, de los Ministerios Público y de 
la Defensa; Abogadas/Abogados de 
la matrícula, y toda/do profesional 
que se identifique con los objetivos 
de AMJA cuya misión es informar, 
concientizar y sensibilizar a la ciuda-
danía en general y a la Magistratura 
en particular, acerca de la necesidad 
de defender en forma irrestricta la 
vigencia de los derechos humanos 
fundamentales de todas las perso-
nas, en especial de las mujeres, con 
el objetivo de mejorar su nivel de 
vida mediante la imparcial adminis-
tración de justicia.

Foto: 09

Foto: 08

Foto: 07

Foto: 11

Foto: 10

Foto: 12

ASOCIACIÓN DE MUJERES JUECES DE ARGENTINA 

Para ingresar al Campus Virtual

En la plataforma destinada al Campus Vir-

tual puede consultarse la Agenda, Cursos, 

Docentes y el Mensaje de Bienvenida de la 

Directora del Área Académica, Gloria M. 

Pasten de Ishihara. Para ingresar, desde la 

web de AMJA www.amja.org.ar o http://

www.plataforma-virtual.com.ar/campus/
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l que me voy a referir en las líneas 
que siguen, radica en la negación 
misma de un contexto fáctico de 

desigualdades estructurales que en-
cuentran en las mujeres a las princi-
pales afectadas, negación proveniente 
de diversos sectores de la sociedad. En 
efecto, en los últimos tiempos, uno de los 
desafíos que encaran las organizaciones 
dedicadas a promover los derechos de 

las mujeres, proviene de un difuso pero 
muy tangible discurso retrógrado y de 
inocultable intencionalidad deslegiti-
mante, dirigido contra el obrar de estas 
organizaciones, y de la noble causa que 
llevan adelante por mandato estatutario.
En dicho contexto, muchas veces suele 
negarse o relativizarse la existencia de 
un estado de cosas revelador de asi-
metrías que dejan en desventaja a las 

mujeres, cuando no directamente in-
equitativo. De allí que se considere perti-
nente efectuar un repaso de las fuentes 
fácticas de las normas que garantizan la 
igualdad de género.
Cabe tener presente que este choque de 
visiones está sumamente instalado, a tal 
punto que el Observatorio de la Discrimi-
nación en Radio y Televisión, al trazar las 
“Recomendaciones para evitar discursos 

La tarea de quienes nos servimos del sistema jurídico en pos de afianzar la vigencia

plena de la Constitución Nacional y sus postulados, enfrenta diversos desafíos.

REFLEXIONES 
SOBRE ALGUNAS 

VERDADES
RESPECTO DE LA 
SITUACIÓN DE 
LAS MUJERES

Por Claudia Caputi

VERDADES SOBRE GÉNERO
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estigmatizantes y discriminatorios”, ha 
preconizado expresamente que cabe: “[e]
vitar los abordajes discursivos que plan-
tean “dos campanas del problema” y po-
nen en igualdad de posición los prejuicios 
y enunciados discriminatorios con los no 
discriminatorios”. El Observatorio advier-
te en su Quinta Recomendación que “…
no son argumentos igualmente válidos y 
atendibles aquellos que están a favor 
de la discriminación y la exclusión que 
los enunciados antidiscriminatorios”.
Lo expuesto motiva a múltiples reflexio-
nes, pero en esta oportunidad conduci-
rá a un repaso de las zonas de certeza 
sobre las que reposan las normas invo-
cables en defensa de los derechos de la 
mujer. Al hacerlo, buscamos completar 
paulatinamente una suerte de “botiquín 
jurídico” para el abordaje de estas cues-
tiones. En pos de buscar y explorar estas 
áreas de certidumbre, se considera que 
resulta útil partir de las premisas que 
los legisladores, locales o internaciona-
les, han utilizado para adoptar normas 
en resguardo de los derechos de la mi-
tad femenina de la Humanidad.

Lo dicho amerita un par de aclaraciones:
Por una parte, no se soslaya que en la faz 
práctica existen fenómenos como la ano-
mia, la debilidad de la formación cívica 
o jurídica de la población, y que incluyen 
además a las culturas de discriminación. 
Estas últimas, con sus perniciosos meca-
nismos de invisibilización y naturalización, 
coadyuvan a que las normas vigentes 
en materia de protección de las muje-
res encuentren trabas a su aplicación. 
En todo caso, lo que se trata es de hacer 
una revisión de las llamadas “verdades 
constitucionales”, que son aquellas cer-
tezas que consensuan las comunidades y 
obran como sustento, justificación y guía 
de las normas que dictan. El hecho de 
que las autoridades de un Estado hagan 
propias ciertas “verdades” operables, 
constituye un punto de partida valioso 
para el intérprete, y en esa dirección se 
orientarán las líneas que siguen. 
Por otra parte, huelga recordar lo que 
significa el concepto de “verdad”, cuyos 
profundos bemoles tanto preocuparon 
a la filosofía desde la antigüedad, y ha 

marcado la tarea de historiadores, an-
tropólogos, o lingüistas. Los interro-
gantes han sido incesantes y muchos 
continúan con respuesta abierta: en qué 
consiste (esa verdad), si existe realmen-
te, si las personas pueden percibirla y 
cómo, si hay verdades absolutas o todo 
termina siendo relativo, qué rol juega en 
el conocimiento en sí, cómo abordar el 
autoengaño, la mentira y el escepticis-
mo, cómo entender la “realidad” freu-
diana, y un largo etcétera. 
Inclusive, la ciencia jurídica pivotea sobre 
un interesante juego respecto de la cer-
tidumbre, en tanto remite a hechos no-
torios, elabora búsquedas de la “verdad 
jurídica objetiva”, o elige acudir a ficciones 
y a presunciones de variada índole, para 
muchas de las respuestas que estructura. 
Pues bien, se advierte que bucear en 
estos dilemas sobre la “verdad” y su 

problemática excedería el propósito de 
estas líneas, las cuales se orientan más 
que nada a una noción instrumental para 
los operadores del Derecho, y que resul-
te útil para la reflexión y estudio de los 
derechos de la mujer. Ciertamente, de lo 
que se trata en esta oportunidad es de 
encontrar algo similar a la noción que ha 
postulado el constitucionalista alemán 
Peter Häberle, como “verdad constitu-
cional”: una suerte de instrumento para 
que cada sociedad vuelque sus consen-
sos, identifique héroes y villanos, y ex-
ponga sus problemas y soluciones, lo 
cual orientará el dictado de las normas.

EXTRAYENDO VERDADES
DE LAS NORMAS

En el plano teórico, sabemos que los 
textos positivos –aunque perfectibles– 
garantizan de modo bastante exhausti-
vo y completo la igualdad de la mujer en 
diferentes aspectos de su vida. Sin em-
bargo, el gran desafío radica en vencer 

la brecha entre ese plano de teoría nor-
mativa y la realidad, la cual revela que la 
aplicación y vigencia de aquellos textos 
dista de ser plena. Por ello, adquieren 
especial relevancia las afirmaciones 
que, explícita o implícitamente, vierten 
los legisladores al dictar las normas que 
nos interesan. Es de esas expresiones 
de donde podemos extraer y reconstruir 
qué certezas tuvieron aquéllos a la hora 
de regular las materias abordadas por 
las normas consiguientes.
Como fuese, las autoridades públicas 
precisan de un haz de verdades opera-
bles para la formulación de sus políticas, 
pues sin ellas no es concebible un sis-
tema de responsabilidad, entendida ésta 
en el modo polisémico (política, penal, ci-
vil, administrativa, ética, moral, etc. etc.).
Volviendo ahora a la regulación especí-
fica sobre los derechos de las mujeres, 

la existencia de premisas o puntos de 
partida conceptuales (muchas veces, 
basadas en diagnósticos de la realidad) 
resulta crucial para dar por verificados 
ciertos estados de cosas, que obren 
como motivantes y justificantes de la 
adopción de normas al respecto.
Es, precisamente, sobre estas certezas 
que se explican ciertas cláusulas de 
nuestra Ley Fundamental, como el artí-
culo 37, por el cual se establece que el 
ejercicio de los derechos políticos opere 
con igualdad real de oportunidades en-
tre varones y mujeres para el acceso a 
cargos electivos y partidarios, mediante 
acciones positivas, el 43 por el cual se 
contempla que frente a hechos de dis-
criminación, los afectados (tanto como 
las asociaciones sectoriales, el Defen-
sor del Pueblo y demás instituciones 
que cita) tengan a disposición una vía 
judicial rápida y expedita, y el artículo 75 
inciso 23, por el que se atribuye al Con-
greso Nacional la facultad de promover 
medidas de acción positiva en rela-
ción con las mujeres, que garanticen la 

Las autoridades públicas precisan de un haz de verdades operables para la 

formulación de sus políticas, pues sin ellas no es concebible un sistema de 

responsabilidad, entendida ésta en el modo polisémico.
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igualdad real de oportunidades y de tra-
to, y el pleno goce y ejercicio de sus de-
rechos. Un factor positivo esencial viene 
dado con el otorgamiento de jerarquía 
constitucional a las convenciones inter-
nacionales de Derechos Humanos cuyo 
claro fin es la superación de desigual-
dades. De todos estos textos se infiere, 
por lógica inducción, que el constituyen-
te partió de la premisa del desequilibrio 
entre una y otra mitad de la Humanidad 
y de situaciones de discriminación, y es 
claro que ha buscado maneras de supe-
rarlas y lograr así la paridad.
De todas maneras, cabe advertir pri-
meramente que los diagnósticos tienen 
una dimensión y alcance universal: si 
hacemos memoria, veremos que cuan-
do fue aprobada la CEDAW, se dejó ex-
presada una constatación de la realidad, 
volcada en el sexto considerando de la 
Convención, donde se recordaba que los 
Estados están “[p]reocupados … al com-
probar que a pesar de” los diversos ins-

trumentos normativos promovidos en el 
ámbito de la ONU, “las mujeres siguen 
siendo objeto de importantes discrimi-
naciones”. Entonces, cuando nuestro 
país ratificó, mediante la Ley nº 23.179, 
dicho instrumento internacional, hizo 
propio dicho diagnóstico y la consecuen-
te “preocupación”.
Con una afín comprensión, recordemos 
también que en el preámbulo de la Con-
vención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y erradicar la Violencia con-
tra la Mujer – “Convención de Belém 
do Pará” –aprobada mediante la Ley nº 
24.632–, se puso de manifiesto la “pre-
ocupación” de los Estados en cuanto a 
que la violencia contra la mujer consti-
tuye una ofensa a la dignidad humana y 
una manifestación de las relaciones de 
poder históricamente desiguales entre 
mujeres y hombres, dando a entender 
inequívocamente la existencia de dicha 
situación en nuestro continente. 

Otro elemento a tener en cuenta, en este 
sentido, es el “Plan Nacional contra la 
Discriminación”, que data de 2005 . Se 
trataba de un programa aprobado me-
diante el decreto nº 1086/05, en cuyo ex-
tenso Anexo quedó plasmado un detalla-
do diagnóstico sobre diversos ámbitos en 
los cuales se verificaba discriminación, y 
que en la actualidad puede servir como 
testimonio de un momento reciente de 
la situación existente en nuestro país. En 
todo caso, sirve como herramienta para 
verificar las realidades que el mismo Es-
tado Argentino admitía. Cabe destacar 
que este Plan hace un aporte relevante, 
pues, en cuanto atañe puntualmente a la 
situación de la mujer, se dejó asentado 
sin ambages que: “…las mujeres aún no 
gozan de la igualdad plena y son discri-
minadas en distintas esferas de la vida 
social, política, económica y cultural”. 
Si bien esta afirmación no sorprenderá a 
quienes nos dedicamos al estudio, con-
cientización y sensibilización sobre esta 

temática, el hecho de encontrarla en una 
fuente oficial autoriza a interpretar que 
no puede ser desconocida por el pro-
pio Estado, máxime cuando integra los 
fundamentos que el mismo invoca para 
sustentar las políticas que se apresta 
a emprender mediante la consecuente 
planificación.
Sin dudas, este ejercicio analítico que ve-
nimos realizando también puede arrojar 
frutos si lo aplicamos a los fundamentos 
del nuevo Código Civil y Comercial de la 
Nación, los cuales se vislumbran y per-
mean en su articulado. Ciertamente, si 
pensamos en las expresiones vertidas 
en los “Fundamentos” de la Comisión 
Redactora que acompañaron al Ante-
proyecto de Código, en cuanto a la aten-
ción a las vulnerabilidades, en la mirada 
atenta a reconocer el valor del aporte 
de las mujeres a la sociedad mediante 
la asignación de valor a las tareas de 
cuidado (cfr. art. 660 del C. C. y C. N.), 

VERDADES SOBRE GÉNERO

Los Estados están “[p]reocupados … al comprobar que a pesar de” los diversos 

instrumentos normativos promovidos en el ámbito de la ONU, “las mujeres 

siguen siendo objeto de importantes discriminaciones”.
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y en la coparentalidad y responsabilidad 
conjunta frente a los hijos, entre tantas 
otras, se advertirá el basamento en un 
diagnóstico de situación muy concreto. 
En suma: hay allí un rol legislativo cons-
ciente de diversas situaciones disvalio-
sas de nuestra realidad, que ha buscado 
instrumentos tendientes a superar este-
reotipos y resabios culturales que traba-
ban la igualdad. 
En general, todo el dictado de legislación 
con la que se procura atender a una pro-
blemática puntual traduce una implícita 
ponderación de la realidad por parte de 
quienes la adoptan: recordemos en este 
sentido, el ejemplo de la ley sobre la tra-
ta de personas, o la que de modo integral 
tiende a la prevención, sanción y erradi-
cación de la violencia contra las mujeres 
en los ámbitos en que desarrollen sus 
relaciones interpersonales, por recordar 
a las leyes nros. 26.364, modificada por 
la 26.842 y la nro. 26.485, entre otras.
Esta preocupación por la situación des-

ventajosa y asimétrica en la que se en-
cuentran las mujeres, también fue verifi-
cada por la Corte Suprema de Justicia de 
la Nación la cual, ejerciendo su rol regla-
mentario e institucional como cabeza de 
un órgano básico del Estado, ratificó que 
la violencia contra la mujer es una mani-
festación del desequilibrio en las relacio-
nes de poder, según dejó expresado en el 
segundo considerando de la Acordada nº 
13/2009, por la cual se dispuso la crea-
ción de la Oficina de la Mujer.
Complementando lo que se viene seña-
lando, también encontramos “reconoci-
mientos”, como consideraciones previas 
al articulado de la “Convención de Es-
tambul” (Convenio del Consejo de Europa 
sobre Prevención y Lucha contra la Vio-
lencia Contra la Mujer y la Violencia Do-
méstica), que hacen específica mención a 
la existencia de un contexto de violencia 
contra la mujer. 
Si se recapitulan todas estas expresio-

nes, claramente se aprecia que existe 
una coincidencia de diagnóstico, dando 
así un punto de inicio en toda política 
tendiente a la paridad. En todo caso, el 
análisis detallado de los datos e infor-
mación relevantes sobre el estado de 
las niñas y mujeres, medido en varian-
tes susceptibles de expresión matemá-
tica, será materia de otro tipo de estu-
dios que, de manera dinámica, releven 
minuciosamente las diversas variantes 
que atañen a la situación de la mujer.

PALABRAS FINALES

A los reconocimientos reseñados, que 
estructuran un contexto de certezas, 
cabe aproximarse en una doble dimen-
sión, atento a que nuestro zoom de 
análisis debe calibrarse en cercanía y 
lejanía. Bajo una visión panorámica, las 
verdades que se han repasado en los 
textos legales resultan una herramienta 

indispensable. Sin embargo, para com-
pletar la visión de las personas expertas, 
cabe complementar aquella perspectiva 
con una mirada que vaya a lo minucioso, 
y por la cual se alcance un conocimiento 
detallista de la situación de la mujer. En-
tonces, nuestro estudio se integraría con 
los resultados de relevamientos cons-
tantes sobre diversos indicadores socia-
les, económicos y jurídicos: desde las ci-
fras de femicidios, pasando por la brecha 
salarial entre hombres y mujeres, hasta 
mediciones sobre las varias formas en 
que actúa la violencia de género. 
En definitiva, el trabajo incesante sobre 
estas cuestiones resulta un insumo esen-
cial para el destacado esfuerzo de tantos 
años que AMJA ha venido emprendiendo 
como una misión realmente pionera, en 
las áreas de investigación, capacitación 
y sensibilización en Género, que consti-
tuyen una verdadera columna vertebral 
de nuestro quehacer institucional.
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n el año 1995 entró en vigencia la 
Ley 24.417, Protección contra la 
Violencia Familiar. Veintidós años 

pasaron. Desde entonces escuchamos 
palabras y expresiones como: protec-
ción, discriminación, prevención, san-
ción, revictimización, erradicación de la 
violencia familiar, tutela judicial efectiva, 
protección integral de los derechos del 
niño, derechos de las mujeres, igualdad 
de la mujer con el hombre ante la ley, ni 
una menos, etc.
Las cifras indican que pese a los es-
fuerzos pocos han sido los resultados 
positivos. El Servicio de Justicia debe 
cambiar para obtener otros resultados. 
Pero, ¿qué hay que modificar en el actual 
tratamiento de esta calamidad social? 
¿Cuáles son las debilidades del actual 
Servicio de Justicia? ¿Se protege a las 
víctimas? ¿Se procura la igualdad de 
víctimas y victimarios? ¿Las resoluciones 
son más autosatisfactivas que definiti-
vas? ¿Son necesarias nuevas normas?
Con el propósito de hacer un análisis 
sistémico del tratamiento que el Poder 

Judicial de la Nación le da al tema, se 
estudiaron los planteos judiciales de 
184 grupos familiares, desde noviembre 
del 2016 a febrero de 20172. La mayoría 
de los casos se encuentran aún abiertos 
al día de la fecha.
Debe tenerse en cuenta que también 
en el Fuero Penal, Contravencional y de 
Faltas de la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires, se tramitan causas por hos-
tigamiento y amenazas.
En este análisis no se han incluido las 
actuaciones que pudiesen tramitar en 
dicho Fuero relacionadas con los grupos 
aquí analizados.
En primer lugar se estudió cómo identi-
fican el Fuero Nacional en lo Civil (Fami-
lia) y la Justicia Nacional Penal los plan-
teos de los denunciantes y denunciados.
En Familia el 72% de los casos son de-
nuncias por violencia familiar, y por de-
bajo del 10% alimentos, divorcios, régi-
men de comunicación, y otros.
En Penal el 43% de los casos son infrac-
ción Ley 24.270, y por debajo del 20% 
lesiones graves, lesiones leves, robo o 

hurto, abuso sexual, resistencia o des-
obediencia a funcionario público, coac-
ción y otros.
La idiosincrasia de la Justicia Penal lle-
va atomizar las denuncias adjudicán-
dolas en distintos tribunales o fiscalías. 
En cambio la de Familia acumula en un 
mismo tribunal todos los planteos del 
mismo grupo familiar.
En promedio, los 184 grupos estudiados 
tienen tramitando cuatro causas cada 
uno, radicadas en un Juzgado de Familia 
y en dos Juzgados Penales.
En cuanto a la reiteración de reclamos 
surge que el 32% de los grupos repite 
una o más veces sus denuncias por vio-
lencia familiar. Y el 43% de ellos repite 
una o más veces las denuncias por in-
fracción Ley 24.270.
Estos datos empiezan a explicar la au-
sencia de una resolución definitiva para 
el planteo de violencia de género que se 
lleva a la Justicia. La atomización de la 
violencia (y sus causas relacionadas) de 
un grupo familiar en tres fueros, atenta 
contra los fines buscados: protección 

Por Claudio Rodríguez

TRIBUNALES INTEGRADOS
DE VIOLENCIA DE GÉNERO Y DOMÉSTICA
Continuando con la idea de dar en el ámbito de la Justicia otro tratamiento a la violencia doméstica y 

sus consecuencias1, procurando un cambio cualitativo del Servicio de Justicia que restaure vínculos y 

repare los daños ocasionados, el presente trabajo pretende avanzar en esa dirección propuesta. 

FDO. LIC.; Prosecretario Administrativo - Justicia Nacional en lo Civil

VIOLENCIA DOMÉSTICA
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de derechos, no revictimización, tutela 
judicial efectiva, igualdad, erradicación 
de la violencia, etc.
Desde el punto de vista de un análisis 
de gestión deberíamos evaluar tiem-
pos. Todos los grupos familiares estu-
diados tienen denuncias ante los Tribu-
nales con más de un año de antigüedad.
La falta de respuesta rápida a la violencia 
y sus consecuencias, no solo trauma aun 
mas al grupo, sino también conlleva un 
perjuicio económico tanto para las partes 
como para el mismo Sistema Judicial. 
Evaluemos la posibilidad de crear Juz-
gados Integrados de Violencia de Género 
y Doméstica que manejen asuntos pena-
les y de familia. Entonces, para un grupo 
familiar intervendría un solo Juez. Esto 
aceleraría la toma de decisiones en una 
audiencia y eliminaría las resoluciones 
judiciales idénticas o contradictorias. 
Las denuncias por incumplimiento de 
las órdenes del Tribunal serían rápi-
damente respondidas. El control sobre 
los denunciados sería más efectivo que 
el actual y mejoraría la protección a las 
víctimas. Se evitarían las reiteraciones 
de denuncias civiles y penales.
La violencia sería detenida en forma efec-
tiva e incluso se eliminaría su escalada.
No obstante, con la intervención de un ma-
gistrado con doble competencia no pare-
cería estar totalmente resuelta la cuestión. 
La violencia debe ser considerada una 

enfermedad. Atención: esta considera-
ción no exculpa a los violentos de su 
responsabilidad. 
Una óptica distinta que el Servicio de Jus-
ticia debería intentar utilizar, en el trata-
miento de esta problemática, es la llama-
da Justicia Restaurativa. El foco debería 
ponerse en las víctimas, en sus necesi-
dades y en quien debería satisfacerlas. 
El Juez necesitará para sus decisiones 
contar con “dictámenes” del equipo in-
terdisciplinario, o gabinete psicosocial, 
que tendría la misión de evaluar los 
progresos y resultados de las medidas 
ordenadas. 
La restauración del equilibrio entre los 
integrantes del grupo familiar sufriente 
es la respuesta que el Sistema de Jus-
ticia debería procurar dar la sociedad. 
Si una familia padece violencia, el tejido 
social se daña. La recomposición de vín-
culos beneficiaría a ese grupo y al círcu-
lo social al que pertenece.
Por veintidós años el Sistema Judicial 
centra su atención en la conducta de los 
victimarios. El flagelo no cesa. Introdu-
cir un nuevo concepto de Tribunal prio-
rizando la restauración de vínculos por 
encima del castigo a conductas, es una 
alternativa que valdría la pena ensayar.
El Tribunal propuesto debería trabajar 
con nuevo tipo de Ministerios Públicos. 
Algunos ya cuentan con programas y 
servicios que asisten a las víctimas. 

Para la restauración de vínculos es im-
prescindible disponer de la Mediación 
intrajudicial de familia y penal aplicada 
a los grupos familiares afectados por la 
violencia. Este método alternativo del 
Juez ha dado resultados satisfactorios 
por más de veinte años. 
La misma se desarrollaría en paralelo al 
cumplimiento de las medidas ordenadas 
por el Tribunal. Los acuerdos arribados, 
por tratarse de cuestiones de familia, 
deberán ser homologados.
No es posible hablar de Servicio de Jus-
ticia sin mencionar a los abogados. Los 
letrados deberían ser acompañantes de 
sus representados en el camino de la 
restauración de vínculos, sin abandonar 
la defensa de derechos que se estimen 
necesarios tutelar. 
El Servicio de Justicia aquí propuesto 
debería ser monitoreado por la Oficina 
de Violencia Doméstica, quien es la con-
tenedora de las personas denunciantes y 
da comienzo al proceso. El relevamiento 
estadístico de los trámites de las causas 
aportará valiosa información sobre la 
gestión judicial. 
Lo aquí expuesto es mucho más que la 
implementación de Tribunales compe-
tentes en penal y de familia específicos 
en violencia y cuestiones de género. Se 
trata de un Sistema Social recuperando 
del flagelo de la violencia a uno de sus 
miembros fundamentales: la familia.

1 Propuesta para una mejor atención de la violencia doméstica. Fuero especial sobre 
violencia y discriminación contra las mujeres, menores, adultos mayores e incapa-
ces. Lic. Claudio Rodríguez – La Ley Online 11/07/16. Cita online AR/DOC/1657/2016.
2 Relevamiento efectuado por el autor sobre registros de la Justicia Nacional 

en lo Civil – Familia y de la Justicia en la Criminal y Correccional ordinaria. Los 
grupos familiares sometidos a estudio se tomaron de las solicitudes de infor-
mación de  radicación de causas en el Fuero de Familia, por parte de organis-
mos oficiales de Nación y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
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a igualdad de género es esencial 
para el desarrollo y fortalecimiento 
del sistema democrático, la mejora 

de las condiciones de vida y la ampliación 
de las capacidades de elección de las per-
sonas y el goce de su libertad. Sobre esa 
base, las instancias de capacitación que 
se brindan desde las Oficinas de la Mujer 
de la Corte de la Nación y de los Poderes 
Judiciales provinciales, supervisadas por 
Naciones Unidas, procura contribuir a la 
incorporación del enfoque de igualdad de 
género en las estructuras estatales y las 
instituciones de gobierno, reconociendo 
la importancia de sensibilizar a los acto-
res políticos de ambos sexos en asuntos 
relativos a la equidad y cuán importante 
resulta ello para la convivencia demo-
crática y el desarrollo social. 
La idea de igualdad de género refiere a 
la titularidad y el pleno goce y ejercicio 
de derechos civiles, políticos, económi-
cos, sociales y culturales por parte de 
mujeres y hombres de diverso origen 
social, étnico, religioso, entre otros. Im-
plica que las necesidades, los compor-
tamientos y las aspiraciones de las mu-
jeres y los hombres deben ser atendidos 
en su diversidad. No significa que las 
mujeres y los hombres deban conver-
tirse en iguales, sino que sus derechos, 
responsabilidades y oportunidades no 
deben de modo alguno depender de si 
han nacido hombres o mujeres.
En relación a la violencia de género, 
los datos de la realidad son alarmantes. 
Hasta mediados de febrero hubo 57 femi-
cidios. Según la ONG Casa del Encuentro, 
durante el año 2016 se ha registrado un fe-
micidio cada treinta horas y en lo que va de 
este año, las cifras son todavía más alar-
mantes: hay una víctima cada 18 horas.
La violencia de género es un grave pro-
blema cultural basado en el prejuicio de 
la mujer como ser inferior o propiedad 
privada de un hombre/varón. Ni una mu-
jer ni un hombre le pertenecen a nadie: 
todos somos seres libres. El proceso 
de sensibilización y capacitación sobre 
esta problemática debe alcanzar a cada 
miembro de la sociedad civil y la sociedad 
política. La transversalización de la pers-
pectiva de género debe estar presente en 
el diseño, implementación, monitoreo y 
evaluación de políticas y programas en 

Por Claudia Sbdar

La capacitación brindada desde las Oficinas de la Mujer de la 

Corte de la Nación y de los Poderes Judiciales provinciales procura 

contribuir a la incorporación del enfoque de igualdad de género 

en las estructuras estatales y las instituciones de gobierno.

JUSTICIA Y GÉNERO



 15www.amja.org.ar
Revista 

#13 • Abril de 2017ASOCIACIÓN DE MUJERES JUECES DE ARGENTINA 

todos los ámbitos de gobierno, sociales 
económicos y culturales.
Hoy nos convoca una acción concreta 
en esta dirección: la capacitación de 
magistrados y magistradas en perspec-
tiva de género. La función que ellos de-
ben cumplir los exhorta a comprender 
cada vez mejor los matices de esta pro-
blemática, porque muchas denuncias 
son desestimadas o se produce, en el 
mismo ámbito judicial, la revictimiza-
ción de la persona que denuncia.
Es responsabilidad de los Poderes del 
Estado sensibilizar, prevenir y sancio-
nar la discriminación y la violencia con-
tra las mujeres en cualquiera de sus 
manifestaciones y ámbitos, debiendo 
para ello desarrollar acciones positivas 
que les asegure a las mujeres el goce 
y ejercicio de los derechos reconoci-
dos por la Constitución Nacional y los 
Tratados Internacionales sobre la ma-
teria. El Poder Judicial de la provincia 
de Tucumán viene desarrollando accio-
nes concretas en atención a la violencia 
doméstica y la violencia de género. Ha 
creado, en el año 2009 la Oficina de Vio-
lencia Doméstica, primera entre los po-
deres judiciales provinciales y, en el año 
2012, la Oficina de la Mujer. La OVD lle-
va atendidos más de 11500 casos des-
de su puesta en funcionamiento en abril 
de 2010 a la fecha, y aproximadamente 
recibió 8000 consultas informativas.
La Oficina de la Mujer desarrolla activi-
dades de formación para todo el perso-
nal del Poder Judicial, con el objetivo de 
incorporar la perspectiva de género tan-
to en la prestación del servicio de justicia 
como en el ámbito de las relaciones la-
borales; también colabora con la activi-
dad de las oficinas judiciales atendiendo 
a las necesidades que éstas tengan para 
cumplir adecuadamente la aplicación de 
la normativa vigente en la materia. Ha 
desarrollado numerosos proyectos de 
investigación entre los que caben men-
cionar la elaboración del Mapa de género 
y el análisis sobre el acceso de la Mujer a 
la Magistratura; la participación en la co-
misión de monitoreo de la conflictividad 
violenta para la obtención de datos y pos-
terior elaboración del registro de femici-
dios, el registro estadístico de casos de 
violencia doméstica (Acordada 1253/16). 

Desarrolla durante todo el año talleres 
de género en base a Protocolos de la Ofi-
cina de la Mujer de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación. Conjuntamente 
con la Oficina de Derechos Humanos y 
el Centro de Especialización y Capaci-
tación organiza cursos en los que se dic-
tan contenidos sobre violencia de géne-
ro, acceso a justicia, trata de personas, 
derecho de niños, niñas y adolescentes, 
abuso sexual infantil, etc. Este año se 
pondrá en práctica una novedosa expe-
riencia de articulación interinstitucional: 
capacitación destinada a los agresores 
en situación de detención. Se trata de un 
trabajo en conjunto entre la OM, la ofici-
na de Derechos Humanos, y el Observa-
torio de la Mujer dependiente del Poder 
Ejecutivo. Asimismo se ocupa en forma 
permanente de realizar un relevamiento 
de sentencias con perspectiva de géne-
ro que fueron analizadas y centralizadas 
por el sistema de jurisprudencia de la 
Oficina de la Mujer de la Nación.
La igualdad de género, como bien lo ex-
presó el Programa de Naciones Unidas 
ya en el año 2004, implica que todos los 
seres humanos, hombres y mujeres, 
son libres para desarrollar sus capaci-
dades personales y para tomar decisio-
nes (PNUD, 2004: 16). Sobre la base de 

esta idea general, en las últimas déca-
das los estudios de género, la normati-
va internacional y las políticas públicas 
en la materia, han enriquecido y am-
pliado la noción de igualdad. Ello debe 
operar como norte para nuestra tarea 
cotidiana en el ámbito de la Justicia.
La labor de sensibilización y concientiza-
ción sobre la problemática de la violen-
cia llevada a cabo por distintos sectores 
del Estado contribuyó a transformar la 
conciencia social sobre la vulnerabili-
dad de la vida y de la integridad psicofí-
sica de las mujeres, tanto en el seno de 
la familia como en otros ámbitos de la 
sociedad, que merecen atención porque 
conforman un problema público y no pri-
vado. Pero la situación actual es de una 
gravedad tal que debemos pensar en una 
política pública de género construida so-
bre una nueva cartografía, un nuevo es-
pacio que, lejos de fortalecer una cadena 
de montaje al estilo taylorista, ubique 
en el centro a la víctima y sus necesida-
des concretas de asistencia económica, 
contención psicológica, vivienda, trabajo, 
educación, desde donde también se opti-
micen las respuestas de los tres secto-
res del Estado en cuanto a acciones de 
prevención, sanción y seguimiento de los 
casos que se presentan.

En relación a la violencia de género, 

los datos de la realidad son

alarmantes. Hasta mediados de 

febrero hubo 57 femicidios. 



VIOLENCIA DE GÉNERO

engo presente, en forma reitera-
da, la imagen de una inspección 
ocular en el interior de Ruanda, 

Africa, que hicimos jueces y funciona-
rios del Tribunal Penal Internacional 
(ICTR) que juzgó a los perpetradores del 
genocidio de 1994. El convoy de la mi-
sión, más de media docena de vehículos, 
era fácilmente visible desde los campos 
de las colinas de ese país, donde pre-
dominan las plantaciones de té. Cada 
vez que deteníamos nuestro trayecto, 
de la nada aparecíaun puñado de chicos 
que, en pocos minutos, se multiplicaban 
en centenares. Eran los huérfanos del 
genocidio de hutus contra tutsis. Hijos 
de las víctimas o de los responsables 
de la masacre, todos alcanzados por 
esa dolorosa tragedia.

La mirada de esas criaturas sin padre 
ni madre siempre me acompaña. Mu-
chos de ellos nacieron de mujeres vio-
ladas que al tiempo fallecieron de HIV, 
o de padres muertos a machetazos o 
eran hijos de asesinos en prisión. Son 
las víctimas silenciosas de una violen-
cia sin límite. Según cifras de Unicef, 
los chicos asesinados en 1994 fueron 
300.000. Todos ellos, testigos o prota-
gonistas del horror. 
En 2004, cuando Ruanda conmemoró el 
Día Internacional de la Reflexión sobre 
el Genocidio, los huérfanos eran 95.000 y 
otros 100.000 habían tenido que hacerse 

cargo de 42.000 hogares.  En 2010 esa 
cifra había crecido a 350.000. Más de 
400.000 chicos estaban fuera del siste-
ma escolar. Ruanda tiene una alta tasa 
de mortalidad infantil: uno de cada cin-
co niños muere antes de los cinco años.
A casi 23 años del genocidio en Ruanda, 
aquellos niños –hoy hombres- llevan las 
marcas internas y externas de la masa-
cre. Rostros y cuerpos con las cicatrices 
de ataques violentos, y los efectos de-
vastadores de un conflicto brutal que los 
mantiene en estado de alerta. 
La necesidad de administración de jus-
ticia en matanzas como la de Ruanda se 
circunscribe a las víctimas directas y a 
los perpetradores contra los que puede 
reunirse prueba, pero no se detiene en 
esos niños que cargarán toda su vida 

con el sino trágico de esa experiencia 
de violencia. Algunas ONGs procuran, 
entre sus objetivos, contener a los so-
brevivientes pero no alcanza para to-
dos. Por eso los chicos crecen con un 
destino marcado a fuego.
En nuestro país, la violencia de género 
y el femicidio han logrado entrar en la 
agenda de los medios. Pocas veces ha 
habido tanta coincidencia en una socie-
dad sobre la necesidad de repudiarlos 
y de dar a esas víctimas, que se repro-
ducen en toda la geografía del país, la 
mayor visibilidad posible y una repa-
ración concreta. Con la visibilización se 

extiende la toma de conciencia social.
Pero todavía no alcanza. Con la denun-
cia y registro de los casos de violencia 
de género hay que profundizar en las 
víctimas silenciosas: los hijos. Son niños 
que cargarán siempre con el dolor de 
saber que, en la célula primaria que los 
prepara para salir a la vida –la familia-, 
se cometió un crimen. Y ese crimen, ya 
sea que lo oculten o lo hablen con es-
pecialistas, es una cicatriz imborrable.  
No siempre esa concientización va acom-
pañada de políticas públicas que consi-
guen  disminuir drásticamente la violen-
cia. La educación es una herramienta 
fundamental en el mediano y largo plazo.
Marchas como las que comenzaron con 
el lema #Niunamenos empoderan a las 
víctimas y las fortalece, a pesar de la si-
tuación particular de cada una que no 
siempre resuelve satisfactoriamente. 
Los cambios culturales de fondo exigen 
mojones que marquen un antes y un 
después, acontecimientos que se con-
viertan en fenómenos excepcionales. 
Muchas madres van a estas marchas 
con sus hijos y eso constituye todo un 
símbolo para comprender la magnitud 
de la violencia de género. 
Si las mujeres son las primeras víc-
timas de la violencia desatada en las 
guerras, los genocidios y  la convivencia 
no siempre pacífica de una sociedad, 
los chicos son el futuro dañado de esa 
misma sociedad. Sin políticas especí-
ficas que los incluyan y los contengan 
también como víctimas de esa violencia 
de género, parecen condenados a repe-
tir, dolorosamente, el lugar de víctimas 
o victimarios que recibieron como una 
herencia indeseable.

A la sombra de los femicidios cuyo número alarma a la sociedad hay muchísimas víctimas 

silenciosas que arrastran de por vida las consecuencias.

LAS VÍCTIMAS SILENCIOSAS DE LA 
VIOLENCIA DE GÉNERO

Marchas como las que comenzaron con el lema #Niunamenos empoderan a 

las víctimas y las fortalece, a pesar de la situación particular de cada una que 

no siempre resuelve satisfactoriamente.

(*) Es juez del Tribunal Superior de Justicia de Buenos Aires. 

Fue juez del Tribunal Penal Internacional para Ruanda, que 

juzgó el genocidio de 1994.
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SI LAS MUJERES SON LAS PRIMERAS VÍCTIMAS DE LA VIOLENCIA DESATADA

EN LAS GUERRAS, LOS GENOCIDIOS Y  LA CONVIVENCIA NO SIEMPRE PACÍFICA DE UNA SOCIEDAD,

LOS CHICOS SON EL FUTURO DAÑADO DE ESA MISMA SOCIEDAD. 

Por Inés M. Weinberg (*)



NUEVOS CRITERIOS
DE INTERVENCIÓN CONTRA LA 

VIOLENCIA DE GÉNERO

VIOLENCIA DE GÉNERO II

El autor detalla, para Juntas Somos Más, la postura de los titulares de los Ministerios Públicos 

Fiscales sobre la necesidad de dar respuestas a la violencia de género desde la justicia. 

(*)Procurador General de Salta.

Por Pablo López Viñals
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urante el año 2016 los Procura-
dores Generales y Fiscales Ge-
nerales de todo el país hemos 

llegado a consensos sobre la necesidad 
de activar sin demora procesos de op-
timización de la respuesta que se da a 
la violencia de género desde la justicia. 
En ese aspecto hemos definido dos ejes 
sobre los que es indispensable avan-
zar, el primero relacionado con la ges-
tión judicial de la violencia de género, 
es decir con el modo en que el sistema 
judicial aborda estos casos y el segun-
do con la actualización de la legislación 
penal relacionada con esta problemá-
tica. En estas breves líneas, a partir de 
la generosa invitación que me hiciera la 
Dra. Graciela Medina, propongo que se 
conozca la postura expresada en esos 
dos aspectos por los titulares de los Mi-
nisterios Públicos Fiscales.

LA INTERVENCIÓN JUDICIAL
MÚLTIPLE FRENTE A LA VIOLENCIA 
DE GÉNERO

Hace ya varios años que los Consejos 
Federales de Procuradores, Fiscales 
Generales Defensores y Asesores Ge-
nerales y de Política Criminal de la Re-
pública Argentina, vienen generando un 
importante espacio de deliberación en 
las Jornadas Nacionales de Violencia 
de Género de los Ministerios Públicos. 
En su quinta edición, que tuvo lugar en 
la Provincia de La Rioja, durante el mes 
de julio de 2016, se consideró el siste-
ma de unificación del tratamiento judi-
cial existente en España, a partir de la 
brillante exposición de la Fiscal decana 
de Violencia de Género de ese país, Dra. 
Ana Galdeano Santamaría, quien gene-
ró la afirmación del convencimiento de 
que el modelo de actuación dispersa de 
los fueros penal y civil que se aplica hoy 
en nuestro país para la consideración 
de cada caso de violencia resulta mani-
fiestamente inadecuado.
En la Argentina los hechos de violencia 
de género, que en su mayoría constitu-
yen delitos penales, no solo suscitan la 
intervención de la justicia penal, sino que 
en paralelo dan lugar a la actuación de 

organismos de la justicia civil. La fiscalía 
que avanza sobre la consideración de la 
naturaleza delictiva del caso, reúne in-
formación que comparte con el juez de 
garantías para obtener medidas de pro-
tección, mientras un juzgado de familia, 
que usualmente viene ya actuando en el 
marco de un divorcio, o que aplica la ley 
de violencia provincial, también adopta 
decisiones sobre la misma situación; a la 
inversa, cuando la violencia desencadena 
la separación de una pareja, las medidas 
adoptadas por la justicia penal, conver-
gen con las que adopta el juez de familia, 
que recién tome conocimiento del caso; 
finalmente, cabe referir que para agre-
gar mayor complejidad a esta temática, 
en algunas provincias que han creado 
tribunales especializados de violencia de 
género carentes de competencia penal, 
con lo que puede llegarse al extremo de 
una tercer vía de abordaje simultáneo 
respecto de la misma cuestión.
Lo primero que debemos decir, sin nin-
gún temor a equivocarnos, es que la 
intervención jurisdiccional múltiple y 
simultánea respecto de un mismo caso 
constituye una anomalía que debe evi-
tarse, por dos motivos fundamentales. 
En primer término, porque compromete 
la calidad de la actuación de la justicia 

por diversas razones entre las que res-
cataremos sólo estas; cuando son va-
rios los organismos actuantes se expo-
ne al titular de la facultad jurisdiccional, 
que es el Estado, a adoptar decisiones 
contradictorias o carentes de compati-
blidad; por otro lado, la participación se-
parada de los organismos de la justicia 
permite que la información relacionada 
con el hecho de violencia se disperse y 
no se encuentre conjuntamente a dis-
posición del juez para que se pronuncie 
con el mayor nivel de precisión.
Pero el otro aspecto que torna especial-
mente negativa la intervención múltiple 
tiene que ver con que ésta se constituye 

en el factor esencial de la revictimiza-
ción secundaria, que es la profundiza-
ción del daño ocasionado por la violencia 
mediante el accionar institucional que 
debiera servir para limitarlo o repararlo. 
La víctima de violencia, al acudir en bus-
ca de una respuesta estatal, se encuen-
tra inmersa en un laberinto de trámites 
y citaciones y es objeto de diversas de-
mandas de información que en distintos 
ámbitos la obligan a revivir la situación 
sufrida, a revelar ante diferentes per-
sonas datos íntimos, con lo que experi-
menta perjuicios de diversa índole. 
¿Por qué se ha llegado a esta situación 
por qué si es tan negativo el estado de 
situación descripto no es objeto de una 
urgente corrección? Mi idea al respecto 
se relaciona con la falta de imaginación 
y con el desarrollo de estrategias para 
diluir responsabilidades ante hechos 
conmocionantes que debió afrontar 
la magistratura. No hay dudas de que 
cabe calificar como poco imaginativo 
aquel diseño institucional que supone 
que cuanto más funcionarios gestionen 
un problema, mejor será la calidad de 
la respuesta; está claro que a veces la 
sumatoria resta, por los aspectos que 
ya fueron objeto de análisis; además, 
pretender que cuantos más magistra-

dos tengan a cargo la consideración de 
un hecho se podrán poner a cubierto de 
eventuales críticas por no haber evitado 
determinadas consecuencias a la vícti-
ma, constituye otra utopía, pues la inter-
vención múltiple puede convertirse pre-
cisamente en un factor de riesgo para 
la toma de decisiones oportunas y útiles 
cuando se parte del convencimiento de 
que otro juez también se encuentra ac-
tuando y hará lo necesario.
También se relaciona con este tema, la 
dificultad que tiene un sistema estric-
tamente conservador como el judicial 
para detectar necesidades de reorga-
nización que se salgan de los moldes 
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históricos; por ese motivo no se habría 
considerado la importancia de aban-
donar la actuación de los dos órdenes 
jurisdiccionales clásicos, penal y no 
penal; esos eran los dos modelos de 
órganos de la justicia disponibles y des-
de una mentalidad más enfocada en la 
estabilidad y la comodidad de los prota-
gonistas institucionales que en la cali-
dad del servicio público, pudo haberse 
advertido la gran dificultad que tendría 
la empresa de crear una magistratura 
única que reuniese todas las facultades 
de intervención, penal y no penal en los 
casos de violencia de género.
Es cierto que la instauración de un sis-
tema unificado de justicia en esta mate-
ria demandará la búsqueda de un perfil 
de juez muy concreto y que lo conve-
niente será buscar nuevos magistrados 
y no improvisar con los ya existentes; 
sin embargo esta dificultad debe ser 
afrontada con decisión, si realmente to-
mamos en serio a la violencia de género 
en la Argentina. Deben haber Jueces y 
Fiscales en condiciones de trabajar con 

especialidad, aplicando los principios de 
la Convención de Belem do Pará o de la 
CEDAW, con la sensibilidad adecuada y 
con la precisión técnica que demanda 
una problemática que ya no admite más 
improvisaciones. La organización fede-
ral de nuestro país, que permite a las 
provincias adoptar de modo autónomo 
sus normativas procesales, no debiera 
ser un obstáculo para que se avance 
rápidamente hacia un modelo de actua-
ción unificada de la justicia en materia 
de violencia de género y así lo ha enten-
dido el Ministerio de Justicia de la Na-
ción, que ha propiciado en el ámbito de 
la Subsecretaría de Acceso a Justicia, la 
formación de una comisión que actual-
mente se encuentra, en el marco del 
programa Justicia 2020, redactando una 
propuesta de código modelo que servi-
ría para avanzar en el sentido adecuado.

MÁS DERECHO PENAL CONTRA 
LA VIOLENCIA DE GÉNERO

El otro gran capítulo de actualización 
de la respuesta en materia de violencia 
de género, debiera alcanzar al derecho 
penal de fondo. La política criminal ar-
gentina ha permanecido en este aspecto 
adormecida y son muy pocas las modifi-
caciones que se introdujeron al código 
penal en los últimos años para prevenir 
de manera especial y general la violen-
cia de género. Es importante tomar en 
cuenta que el art. 7 de la citada Conven-
ción de Belem do Pará, impone a nues-
tro país el deber de actuar con la debida 
diligencia para prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia contra la mujer, a 
cuyo efecto no solo es necesario perse-
guir eficientemente los hechos abarca-
dos por el orden penal vigente, sino que 
se debe además incluir en nuestra legis-
lación interna como país signatario las 
normas penales que sean necesarias.
La instauración de un esquema normativo 
más completo, debiera implicar en primer 

término la previsión de nuevas figuras de-
lictivas y de un orden de agravantes más 
generalizado y coherente; asimismo, cabe 
introducir modificaciones legales que di-
ficulten el cierre de causas por extinción 
de la acción; por último, deben efectuarse 
previsiones legales orientadas a asegu-
rar que la imposición de condenas, sean 
éstas o no de ejecución efectiva, produzca 
en los violentos efectos correctivos.
En base a estas consideraciones los 
Procuradores y Fiscales Generales de 
todo el país, en el marco de las Jorna-
das Nacionales de los Ministerios Públi-
cos celebradas en Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires en el mes de diciembre de 
2016, peticionaron formalmente al Mi-
nisterio de Justicia y Derechos Humanos 
que avance de manera urgente en una 
reforma del derecho penal que contem-
ple los siguientes aspectos:

VIOLENCIA DE GÉNERO II
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I. NUEVAS FIGURAS DELICTIVAS

1. Introducción de la figura penal de 
acoso, acecho u hostigamiento: se trata 
ésta de una materia ya abordada por el 
derecho comparado bajo la denomina-
ción de ‘stalking’, en la que debe actuar-
se sin demora ante un evidente vacío le-
gal, para evitar que los violentos puedan 
desarrollar impunemente acciones de 
intromisión permanente en la vida ajena, 
que la ciencia ya ha declarado que resul-
tan altamente destructivas; estos efectos 
se obtienen hoy con total facilidad, apli-
cando las nuevas tecnologías para pro-
ducir intromisiones en la vida ajena que 
logran una relevante alteración de la paz 
de la víctima, mediante actos que indivi-
dualmente carecen de relevancia penal.
2. Introducción entre las figuras que 
afectan a la intimidad, de un nuevo tipo 
penal relativo a la difusión de imágenes 
de contenido sexual obtenidas con con-
sentimiento de la víctima, pero sin auto-
rización para su difusión, conducta ana-
lizada en doctrina bajo la denominación 
de ‘sexting’. Esta protección debe abor-
darse en tanto se trata de conductas 
cada vez más extendidas y que afectan 
simultáneamente otros bienes jurídicos 
como la reserva sexual, el derecho a la 
propia imagen y el honor, lo que pone 
de relieve la inconveniencia de que su 
abordaje continúe efectuándose solo 
por vía de acciones civiles.
3. Introducción de la figura de maltrato 
reiterado: su regulación y sanción cons-
tituiría un refuerzo de la reacción penal 
cuando los hechos dan lugar a un estado 
de afectación de la integridad física y psi-
cológica de la víctima, que no encuentra 
satisfacción con la simple aplicación de 
la doctrina de los concursos de delitos.
4. Creación de nuevas figuras de agre-
sión física o psicológica constitutivas 
de tratos degradantes que actualmen-
te pueden ser consideradas carentes 
de relevancia penal: en este aspecto se 
advierte que la figura de lesiones exige 
la constatación de daños en el cuerpo 
o en la salud y que los maltratos de 
orden doméstico suelen consistir en 
agresiones físicas como los empujones 
o golpes que no producen un resultado 

lesivo. Igualmente, el menosprecio de 
la persona, mediante el uso de expre-
siones humillantes o vejatorias, no en-
cuentra correspondencia en las figuras 
que protegen actualmente la libertad ni 
la integridad física y tampoco resultaría 
suficientemente protegido por los tipos 
relativos al honor. 
5. Establecimiento de figuras específicas 
relativas a la manipulación de los disposi-
tivos técnicos cuyo objetivo es controlar el 
cumplimiento de las penas, medidas de 
seguridad o medidas cautelares.
6. Creación de figuras que sancionen 
de manera diferencial y agravada el 
incumplimiento de las órdenes judi-
ciales impartidas para la protección de 
las víctimas de violencia de género.

II. MEJORAMIENTO DE LA PROTEC-
CIÓN A LA INTEGRIDAD SEXUAL ME-
DIANTE UN TIPO DE ABUSO SEXUAL 
MÁS AMPLIO

Las modalidades de comisión del abuso 
sexual actualmente contempladas en 
el art. 119 del Código Penal, demandan 
que la víctima resulte afectada por ac-
ciones violentas o coactivas. Durante el 
presente año, en el derecho continental 
europeo se han expandido los contornos 
del abuso sexual, considerándolo tipifi-
cado también en aquellos casos en que, 
aún sin emplearse aquellos medios, la 
víctima ha expresado perceptiblemente 
su negativa a mantener un contacto con 
el agresor. El precepto ‘no significa no’, 
ha guiado a los cuerpos legislativos en 
aquel ámbito a modificar las normas 
penales impidiendo que puedan seguir 
poniéndose en juego criterios jurispru-
denciales según los cuales es necesaria 
una resistencia a conductas violentas o 
coactivas, cuando la voluntad contraria 
de la víctima ha quedado expresada de 
modo reconocible.
A la propuesta ya formulada al Minis-
terio de Justicia y Derechos Humanos 
cabe agregar la conveniencia de introdu-
cir normas que sancionen la incitación o 
justificación de la violencia de género 
y el acoso sexual, y el acoso que suele 
materializarse mediante la solicitud de 
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favores de naturaleza sexual en el ám-
bito de una relación laboral, docente o 
de prestación de servicios, continuada o 
habitual, y cuando con ello se genere en 
la víctima una situación de intimidación, 
hostilidad o humillación.

III. EXPANSIÓN DEL SISTEMA 
NORMATIVO DE AGRAVANTES POR 
VIOLENCIA DE GÉNERO

1. Ampliación del régimen de agravantes 
por violencia de género a figuras diferen-
tes del homicidio y lesiones: el agrava-
miento del homicidio, se aplica también 
a las lesiones, sin embargo en el Código 
Penal Argentino, los delitos de amena-
zas y coacciones que constituyen violen-
cia de género no tienen una escala penal 
diferenciada. Lo mismo ocurre con los 
delitos de privación ilegítima de libertad 
y otros que debieran ser alcanzados 
por un incremento de la reacción penal.
2. Agravamiento por la comisión de he-
chos de violencia en presencia de meno-
res: la violencia de género puede afectar 
gravemente a los menores que la pre-
sencian; este es un efecto que suele 
quedar desprovisto de consecuencias 
jurídicas y que la ley debe enfocar como 
especialmente relevante. No solo se 
debe tomar en cuenta aquí la afectación 
actual de la integridad psíquica de los 
menores, sino el efecto que en la futura 
conducta de los niños tienen las expe-
riencias traumáticas que incrementan la 
posibilidad de que sean adultos violentos.
3. Agravamiento del incumplimiento de 
las órdenes judiciales de protección de 
víctimas: el constante incumplimiento 
de las medidas dispuestas por la justicia 
para dar protección a las víctimas de vio-
lencia, debe ser asociado a consecuen-
cias más gravosas para los transgreso-
res, sea mediante el incremento de las 
escalas previstas para la desobediencia 
a la autoridad o mediante el estableci-
miento de un agravamiento de la escala 
del delito objeto de la causa en la que la 
orden de restricción fue emitida. 

IV. PREVISIONES ADICIONALES PARA 

EL ASEGURAMIENTO DEL JUZGA-
MIENTO Y SANCIÓN DE LA VIOLENCIA 
DE GÉNERO 

1. Eliminación de la instancia de parte 
en los delitos de violencia de género: el 
fin de la impunidad en materia de violen-
cia de género está asociado con la am-
pliación de la posibilidad de la interven-
ción estatal oficiosa, que por otro lado es 
estrictamente compatible con la consi-
deración de la violencia de género como 
una violación a los derechos humanos.
2. Previsión de un orden diferenciado 
que duplique el tiempo de prescripción 
de la acción en los supuestos de vio-
lencia de género: si bien es cierto que 
constituye un objetivo fundamental la 
aceleración de la respuesta judicial fren-
te a estos casos, también lo es que por 
dificultades de gestión de los sistemas 
judiciales o por actitudes evasivas de los 
imputados, las causas relativas a violen-
cia de género por lesiones leves, amena-
zas o coacciones simples se encuentran 
ampliamente expuestas a culminar por 
prescripción de la acción. Por ello, par-
tiendo de la base de que ha sido reca-
tegorizada la violencia de género como 
una situación que concita una especial 
alarma social, resulta conveniente que 
se efectúen correctivos para que su per-
secución no cese dentro del mínimo de 
vigencia de la acción.

V. ESTABLECIMIENTO DE INDICACIO-
NES NORMATIVAS CLARAS Y CON-
CRETAS QUE FIJEN LA OBLIBATORIE-
DAD DE DESARROLLAR Y APLICAR 
PROGRAMAS DE TRATAMIENTO DE 
VIOLENTOS

1. Imposición de medidas de tratamien-
to obligatorias como reglas de con-
ducta en los supuestos de condenas de 
ejecución condicional, de prohibición de 
residencia en un lugar determinado y de 
acercamiento.
2. Establecimiento de programas de 
tratamiento obligatorios contra la vio-
lencia de género dentro del régimen 
progresivo de la pena privativa de liber-
tad en la ley 24660.
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iscernir y corregir lo que nos aque- 
ja, vale decir la construcción so-
cial y lingüística creadas sobre 

la base de ideas y conceptos acerca de 
lo que significa ser varón o mujer, es un 
proceso lento.
La transversalización e incorporación de 
la perspectiva de género, como cambio 
de paradigma, requiere de una profun-
da reflexión sobre los hábitos naturali-
zados, los estereotipos y las funciones 
o responsabilidades que deben asumir 
en la sociedad hombres y mujeres. La 
representación que hace la sociedad del 
género incide en el plano del sujeto y 
la representación subjetiva del género 
influye en la construcción social.
Los sistemas de creencias y estereo-
tipos, muy lejos de reflejar la realidad, 
reproducen valores que se insertan en 
una cultura y en un momento histórico. 
A comienzo del siglo XX, Walter Lipp-
mann (“La opinión Pública”) introdujo el 
concepto de estereotipo en el contexto 
de las ciencias sociales. Mientras tanto, 
la antropóloga cultural Gayle Rubin (“El 
tráfico de mujeres: notas sobre la eco-
nomía política del sexo”) señalaba que la 
literatura sobre las mujeres –tanto femi-
nistas como antifeministas- es una larga 
meditación sobre la cuestión de la natu-
raleza y génesis de la opresión y la sub-

ordinación social de las mujeres. No es 
una cuestión trivial, puesto que las res-
puestas que se den condicionan nuestras 
visiones del futuro y nuestra evaluación 
de si es realista o no la esperanza de una 
sociedad sexualmente igualitaria.
Rubin definió un “sistema de sexo/géne-
ro” como el conjunto de disposiciones por 
el que una sociedad transforma la sexua-
lidad biológica en productos de la activi-
dad humana, y en el cual se satisfacen las 
necesidades humanas transformadas.  
La incorporación de las cuestiones de 
género es un proceso tanto técnico 
cuanto de política pública que exige in-
troducir cambios en la cultura de las or-
ganizaciones y en las mentalidades, así 
como el establecimiento de programas 
de formación y capacitación. 
Las organizaciones deben facilitar los 
medios para el goce de un ambiente sa-
ludable, libre de violencia, con conten-
ción emocional, estabilidad psicológica, 
autoestima y equilibrio en las relaciones 
interpersonales. Al aumentar la comuni-
cación y reducir las tensiones se obtiene 
motivación y placer en la tarea y, como 
consecuencia, se logran mejores resul-
tados. Se trata de un proceso paulatino 
de toma de conciencia y reconocimiento 
de las carencias y vulnerabilidades, como 
también de los recursos y fortalezas.

¿QUÉ NOS FALTA?

A) EXPLICAR la construcción del sis-
tema sexo/género y las necesidades de 
introducir nuevas perspectivas de estu-
dio para constatar los efectos que las 
relaciones asimétricas de poder produ-
cen entre los sexos.

B) CONOCER  las implicancias psicoso-
ciales de un sistema de creencias y atribu-
ciones adquiridas social y normativamente.

C) CONSTRUIR un pensamiento crítico 
capaz de cuestionar la naturalización de 
ideas, teorías, costumbres y lenguaje so-
bre los roles masculino –femenino.

D) ELABORAR en las organizaciones pro-
gramas de contención emocional, a partir 
de técnicas grupales e individuales, en un 
marco de reflexión y autoconocimiento.

E) LA UTILIZACIÓN de un lenguaje que 
refleje y trate con el mismo valor y la 
misma dignidad la presencia, la situación 
y el papel de mujeres y hombres en la 
sociedad. Se trata de un aspecto esencial 
de la igualdad entre mujeres y hombres 
y un medio de conseguir una igualdad 
material (Recomendación del Comité de 
Ministros del Consejo de Europa 2007).

El autor propone una “toma de conciencia de las carencias, como también de los recursos y fortalezas”.

PERSPECTIVA
Imagen: <a href=’https://es.123rf.com/profile_timbrk’>timbrk / 
123RF Foto de archivo</a>

LA PERSPECTIVA DE GÉNERO

¿QUÉ NOS FALTA? 

Por José Daniel Mendelewicz



VIOLENCIA FAMILIAR

a violencia Familiar y sexual se 
transformó en los últimos tiem-
pos en una noticia repetida en 

los medios; en los estudios jurídicos la 
cantidad y entidad de casos es ascen-
dente. Frente a esta situación, la falta de 
soluciones del sistema deja al operador 
jurídico con una constante sensación de 
impotencia, porque somos nosotros, los 
abogados, los que tenemos que agravar 
la herida de la víctima, con la noticia de la 
falta de respuesta eficiente del sistema 
judicial, en un país que adhirió a todas 
las convenciones de Derechos Humanos 
y además, les dio rango constitucional.
Como abogada litigante entiendo  que 
las herramientas para la prevención, 
erradicación y eliminación de todo tipo 
de violencia, desde hace años, han cons-
tituido uno de los ejes de las Políticas de 
Estado tanto del Poder Ejecutivo como 
del Poder Judicial y en menor medida 
del Poder Legislativo.
Como resultado de las Políticas de Esta-
do generadas por el Poder Judicial, las 
víctimas de violencia familiar cuentan 
con herramientas jurídicas que le per-
miten obtener protección judicial, como 
la OVD (Oficina de Violencia Doméstica), 
mientras que como resultado de la po-

lítica del Poder Legislativo se dictó se 
dictó la Ley 24417, como primer remedio 
para salir de la situación de violencia.
Sin embargo, para el abogado litigante, 
para ese/a profesional del derecho que 
tiene que dar auxilio, contención, e indi-
car los primeros mecanismos frente a 
la violencia género y doméstica, lamen-
tablemente el conjunto de normas, de 
fondo y procesales, que en la actualidad 
rigen en la materia, aparecen como in-
suficientes a la problemática planteada. 
Ellas dan respuestas tardías, fracciona-
das, alejadas de la realidad, insatisfac-
torias y generalmente deficientes frente 
a víctimas que sufren violencia crecien-
te, violencia de diferentes tipos, pero 
violencia lacerante que lastima el cuer-
po y desgasta el espíritu.
En caso que la violencia se ejerza en el 
seno de una familia, la víctima, una vez 
presentada la denuncia en la OVD (luego 
de una larga espera), comienza un pere-
grinar por diferentes juzgados y fueros; 
si reside en la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires, también deberá dirigirse a la 
Justicia local y Nacional, según el tipo 
de delito que se trate. Por tanto, cuanto 
menos la víctima debe iniciar y luego ser 
parte en cuatro o cinco procesos dife-

rentes (violencia familiar, responsabili-
dad parental, régimen de comunicación, 
divorcio, según el tipo penal, Justicia 
Nacional en lo Criminal y/o Justicia en 
los Penal y Contravencional de la Ciu-
dad Autónoma de la Ciudad), debiendo 
soportar audiencias, pericias, visitas 
sociales, etc.
Esta realidad judicial revictimiza, des-
gasta, vulnera, es decir, no cumple con 
el objetivo de dictar justicia.
La demostración clara y acabada de la 
ineptitud del sistema actual para juzgar 
la violencia, ya sea provincial o nacional,  
nos lleva a pedir desde el lugar del aboga-
do litigante que tiene que dar respuesta, 
acompañar y contener a su cliente, la ne-
cesidad de reformularlo y adecuarlo a las 
necesidades, por tanto se debe plantear 
un nuevo sistema judicial que dé respues-
ta integral a la demanda de la víctima.
Estamos convencidos que en el ámbito 
del Poder Judicial debe haber Juzgados 
únicos especializados, abarcando conjun-
ta y simultáneamente los fueros civiles y 
penales , destinados al tratamiento de la 
violencia familiar, cuyas características, 
por tratarse de una problemática social, 
cultural, económica y judicial, resulten 
ser la celeridad, informalidad, oralidad, 

JUZGADO ÚNICO
CIVIL Y PENAL PARA
LA VIOLENCIA
FAMILIAR

Por qué su necesidad, desde la óptica de una abogada práctica.

Por Marcelo Eijo
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amplitud de la prueba e integralidad. 
La víctima no entiende por qué, ante un 
mismo y único hecho de violencia, tiene 
que recurrir a diferentes jueces para ob-
tener soluciones parciales, siendo que 
su problema tiene un solo origen, un solo 
agresor y requiere de una solución integral.
Por lo antedicho, proponemos que los 
hechos de violencia se  traten en forma 
integral, veloz y empática, articulando 
con los otros Poderes del Estado, dan-
do una solución definitiva que garantice 
seguridad a la víctima, sanción al agre-
sor, y protección de los derechos perso-
nales y/o patrimoniales.
Una vez realizada la denuncia y conocida 
la situación de violencia, la actuación de 
la justicia debe ser inmediata, sin impor-
tar días inhábiles ni horarios judiciales, 
con personal capacitado, a efectos de 
dar una respuesta adecuada.
Realizada la evaluación de daño, deben 
tomar intervención todas las áreas perti-
nentes con el objeto de: 1) proteger a la 
víctima, 2) cesar la situación de violencia, 
3) articular con los otros Poderes del es-
tado quienes deberán dar, en caso de ser 
necesario, respuesta social inmediata, 4) 
tomar las medidas urgentes en relación a 
los derechos personales y patrimoniales.

El proceso debe ser mayoritariamente 
oral, donde las audiencias las tome el 
Sr. Juez, que deberá entender sobre 
los efectos personales, patrimoniales y 
penales, derivados de la situación de vio-
lencia, hasta la resolución definitiva de la 
problemática planteada.
Es fundamental la inmediatez en el dic-
tado de las medidas de protección y res-
guardo de los derechos de las víctimas, y 
la obtención en forma urgente y simultá-
nea de: 1), la suspensión del régimen de 
visitas, si lo hubiere, 2) la fijación de una 
cuota alimentaria, dado que la víctima se 
encontrará en muchos casos en estado 
de desamparo económico, 3) la exclu-
sión del hogar inmediata del  violento, 4) 
la inmovilización de los bienes ganancia-
les, a fin de evitar el desapoderamiento 
de los mismos, etc. 
Al momento de merituar la prueba, en los 
casos de violencia familiar, los medios de 
prueba resultan escasos o insuficientes, 
dado que no suele haber testigos, ya que, 
salvo casos extremos, se desarrolla en 
el seno familiar, en el interior del hogar; 
por tanto, la amplitud e informalidad en 
la obtención de la misma debe ser el 
principio rector al momento de apreciar 
la conducta injusta de un agresor.

Una vez dictadas las medidas urgentes, 
siempre respetando las normas del de-
bido proceso y las garantías procesales 
de las partes, el proceso debe ser con-
trario a lo que ocurre en la actualidad: 
veloz, el Sr. Juez, debe entender en el 
mismo hasta la resolución definitiva del 
hecho de violencia que le dio origen, 
junto a todas las cuestiones conexas 
que deriven del mismo.
El Modelo de Asistencia Integral, que 
se debe implementar con personal al-
tamente capacitado, interdisciplinario y 
que trabaje en forma articulada con el 
Poder Ejecutivo y los demás organismos 
tanto públicos como privados, debe lle-
var adelante un seguimiento persona-
lizado de cada caso.
Creemos que PODEMOS lograr un cam-
bio de actitud judicial frente a la violen-
cia, con prácticamente iguales recursos 
humanos (aunque capacitados de forma 
diferente) y desde un tribunal único que 
atienda cuestiones civiles y penales; y 
que a partir de un sistema de audiencias 
eficaz se evite la revictimización, se lo-
gre la prevención y se sancione a quien 
victimiza. Creemos firmemente que ello 
contribuirá a mejorar la situación de las 
víctimas de violencia.



DERECHOS HUMANOS

1. INTRODUCCIÓN

El Papa Francisco en la Encíclica Laudatio Si señaló que: 
“…El desafío urgente de proteger nuestra casa común 
incluye la preocupación de unir a toda la familia humana en 
la búsqueda de un desarrollo sostenible e integral, pues sa-
bemos que las cosas pueden cambiar… Hago una invitación 
urgente a un nuevo diálogo sobre el modo como estamos 
construyendo el futuro del planeta. Necesitamos una con-
versación que nos una a todos, porque el desafío ambien-
tal que vivimos, y sus raíces humanas, nos interesan y nos 
impactan a todos…”. (Carta Encíclica Laudatio Sí del Santo 
Padre Francisco sobre el cuidado de la casa común)1.
Claramente el escenario mundial es cada vez más com-
plejo, donde se requieren de medidas y acciones efica-
ces por parte de los gobiernos y los tribunales (a partir 
de sus decisiones) para garantizar el ejercicio de los 
derechos humanos.

La comunidad global y las instituciones no pueden per-
manecer indiferentes a ello. Para estar a la altura de 
las circunstancias, se debe poner en valor el acceso a 
la justicia, la igualdad y no discriminación, vitales para 
la realización y promoción de todos los demás derechos 
humanos. No hay desarrollo sostenible y sostenibilidad 
en un contexto de discriminación.
Como parte de ese compromiso con un enfoque de géne-
ro y de derechos humanos, la adhesión de nuestro país y 
parte de las provincias argentinas2 a la “Agenda 2030 para 
el Desarrollo Sostenible”, “Transformar nuestro mundo”, 
donde se fijan 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS)3 
con 169 metas4, constituye un desafío que debemos en-
frentar, en pos de la construcción de una cultura de dere-
chos, de un mundo en paz e inclusivo. 
A continuación señalaremos fallos y resoluciones relevan-
tes en materia de DDHH de la Comisión y Corte IDH y TEDH,

2. CORTE INTERAMERICANA DE
DERECHOS HUMANOS.

1) Caso I.V. Vs. Bolivia. Excepciones preliminares, fon-
do, reparaciones y costas. Sentencia del 30 de noviem-
bre de 2016. Serie C nro. 3295

La Corte IDH dictó sentencia en el presente caso, decla-
rando al Estado boliviano responsable de la esteriliza-
ción no consentida a la víctima (sra. I.V.)
 La Corte consideró que la esterilización no consentida 
constituye una forma de violencia contra la mujer, que viola 
el art. 7 de la Convención de Belém do Pará. Y concluyó 
que la práctica de esterilización no consentida constituyó 
un trato cruel, inhumano y degradante.
El Alto Tribunal destacó que la esterilización no consenti-
da afecta a las mujeres de manera desproporcionada por 
su condición de tal, en razón del papel socialmente asig-
nado de la función reproductiva y planificación familiar.

2) Caso Gomez Murillo y otros vs. Costa Rica6. Homolo-
gación de acuerdo de solución amistosa sobre fecun-
dación in vitro en Costa Rica7. 
Se homologó acuerdo por el que el Estado reconoció las 
violaciones a los derechos a la vida, integridad y libertad 
personal, protección de la honra y dignidad, protección 
a la familia e igualdad ante la ley, en perjuicio de 12 
víctimas por no haberles permitido el acceso a las téc-
nicas de fecundación asistida
El Estado de Costa Rica debe en consecuencia, garanti-
zar y hacer efectiva la posibilidad de acceso a la fecunda-
ción in vitro en el ámbito público y privado y brindar capa-
citación en derechos humanos a funcionarios estatales.

3. COMISIÓN INTERAMERICANA DE
DERECHOS HUMANOS

1) Informe temático: Movilidad humana. Estándares 
interamericanos8. Derechos humanos de migrantes, 
refugiados, apátridas, víctimas de trata de personas 

“ Hago una invitación urgente a un nuevo diálogo sobre 

el modo como estamos construyendo el futuro del planeta.”

FALLOS E INFORMES RELEVANTES EN 
MATERIA DE GÉNERO EN EL ÁMBITO 
INTERAMERICANO E INTERNACIONAL.

Por: Gabriela Yuba
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y desplazados internos: normas y estándares del Sis-
tema Interamericano de Derechos Humanos.

La movilidad humana es un fenómeno social y multicau-
sal de gran actualidad, que impacta en el goce y ejercicio 
de los derechos humanos. La Comisión aborda esta te-
mática señalando de qué manera afecta a grupos vul-
nerables y cómo son invisibilizados en las agendas pú-
blicas, implicando esto que no sean considerados como 
sujetos de derechos. 
La feminización de la migración aparece como un nuevo 
fenómeno a raíz del aumento de las mujeres migrantes 
asociadas al trabajo doméstico9, dado que las mujeres de 
países más desarrollados se unen a la fuerza laboral y a 
la vez se han retirado servicios y beneficios sociales del 
Estado bienestar.
Datos desagregados por sexo indican que ha aumentado en la 
última década de los 90 el porcentaje de mujeres migrantes10. 
Desde la Comisión se destaca cómo la presencia de mujeres 
migrantes en las cadenas globales de cuidado reproduce los 
esquemas de género, al seguir asignando tareas domésti-
cas, de cuidado de personas vulnerables. Esta reproducción 
de roles y estereotipos perpetúa la visión de la mujer ama 
de casa, responsable de lo doméstico y como cuidadora.
También la migración de mujeres, se enfoca en la in-
dustria del sexo, prostitución forzada y migración para 
matrimonios forzados, como una forma de violencia, se-

gún el informe. La reunificación de la familia, también se 
encuentra entre las causas de migración de mujeres.11 

2) Informe preliminar sobre pobreza, pobreza extre-
ma y Derechos Humanos en las Américas (2016).12

Los distintos factores que inciden en la pobreza y pobreza 
extrema son tratados por la Comisión en este documento 
y de qué manera impactan en los derechos humanos de 
manera transversal, tornando ilusoria la participación de 
los grupos afectados y el acceso a la justicia. 
El enfoque de derechos humanos, que implica conside-
rar a las personas afectadas como sujetos de derechos y 
agentes de cambio, es puesto en valor. Este enfoque su-
pone una mirada pro hominis, con acento en la dignidad, 
igualdad y no discriminación.
La discriminación que sufren las mujeres, niños, niñas, 
adolescentes, personas con discapacidad, adultos mayo-
res, desplazados, indígenas es también abordada, conside-
rándose como grupos históricamente afectados, víctimas 
de una discriminación interseccional13 y estructural impac-
tando en los DESC (y en definitiva también en los DCyP).
Por otra parte se señala el impacto diferenciado que la 
pobreza y pobreza extrema tienen en la discriminación 
que sufren las mujeres y niñas, afectadas por violencia 
de género. Desde los ODS, la eliminación de la violen-
cia de género es una meta para la consecución de los 

1 http://w2.vatican.va/content/francesco/es/encyclicals.index.html. (24/5/2015).

Fecha de consulta: 18/11/2016.
2 Tierra del Fuego, Jujuy, Mendoza, San Juan.
3 1) Fin de la pobreza; 2) Hambre cero; 3) Salud y bienestar;4) Educación de cali-

dad;5) Igualdad de género;6) Agua limpia y saneamiento,7) Energía asequible y 

no contaminante;8) Trabajo decente y crecimiento económico; 9) Industria, in-

novación e infraestructura;10) Reducción de las desigualdades;11) Ciudades y 

comunidades sostenibles;12) Producción y consumo responsables; 13) Acción 

por el clima;14) Vida submarina;15) Vida de ecosistemas terrestres;16) Paz, 

justicia e instituciones sólidas;17) Alianzas para lograr los Objetivos.
4 Adoptada por la Asamblea de UN en septiembre de 2015.
5 http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_329_esp.pdf

Fecha de consulta: 11/1/2017

http://www.corteidh.or.cr/docs/comunicados/cp_49_16.pdf

fecha de consulta: 11/1/2017.
6 http://www.corteidh.or.cr/docs/comunicados/cp_45_16.pdf

Fecha de consulta: 11/1/2017.
7 http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_326_esp.pdf

Fecha de consulta: 13/1/2017.
8 http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/MovilidadHumana.pdf

Fecha de consulta: 11/1/2017.
9 También a las tareas de cuidado de niños, adultos mayores, personas enfer-

mas o con discapacidad.
10 Párrafo 29 del Informe.

ONU (Departamento de Asuntos Económicos y Sociales: División de Pobla-

ción), Trends in International
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mismos. La afectación en las mujeres en esta situación 
es de mayor incidencia dada la discriminación social y la 
existencia de cargas adicionales (funciones familiares de 
cuidado) lo que limita sus posibilidades de acceder a los 
recursos económicos necesarios para la subsistencia de 
la familia. La inserción de la mujer en el mercado laboral 
y en lo educativa es incipiente.
El informe realiza una serie de recomendaciones finales 
cuya lectura se recomienda14.

4. TRIBUNAL EUROPEO DE
DERECHOS HUMANOS.

1) Caso “OSMANOĞLU ET KOCABAŞ c. SUISSE”. Estras-
burgo, 10/1/2017.15 Derecho a la educación de las niñas-
La situación fáctica se refiere a la negativa de un matri-
monio suizo (y también turco) de religión musulmana de 
enviar a sus dos hijas al curso de natación mixta obli-
gatorio en el colegio, fundándose en motivos religiosos. 
Fueron informados por las autoridades escolares de la 
obligatoriedad de dicho curso, ofreciendo alternativas en 
el conflicto (como el permitir el uso de burkini), negándose 
a enviar a sus hijas a dichas clases. Apercibidos de la apli-
cación de una multa conforme la legislación vigente si no 
concurrían al mencionado curso, se les impuso la multa.
El TEDH resolvió que no existía violación del art. 9 de la 
Convención, que el derecho a la educación obligatoria es 
fundamental para el proceso de integración social de los 
niños, especialmente los de origen extranjero. Por otro 
lado, se consideró apropiada la imposición de la multa, 
siendo proporcional al objetivo perseguido, que era que 
los padres envíen a sus hijos a cursos obligatorios y de 
interés para una socialización plena.
Para el TEDH se debe priorizar la escolarización obligatoria 
e integración de las niñas por sobre el interés de los padres.

2) Caso “Kacper Nowakowski v.Poland” ( nro. 32407/13)16

La Corte EDH resolvió por unanimidad que se violó el art. 
8 de la CEDH sobre el respeto de la vida privada y familiar. 
El caso se refiere al pedido de ampliación de régimen de 

visitas formulado por un padre sordomudo respecto de 
su hijo (también con problemas auditivos) y que el mismo 
se desarrolle fuera del domicilio materno (el niño tiene 5 
años). Se rechazó su pedido y esto motivó el planteo ante 
instancia superior. 
La Corte juzgó que los tribunales de Polonia debían ha-
ber tomado medidas para conciliar los intereses encon-
trados, teniendo presente el interés superior del niño, fi-
jando otras alternativas al régimen de visitas con el niño. 
Concretamente, debían haber tomado medidas para fa-
cilitar el contacto del padre con el niño (ambos con pro-
blemas auditivos). Se centraron solo en las dificultades 
de la comunicación entre ellos, más que en los medios 
para superar dichas dificultades. 
Cabe aclarar que la madre también tiene dificultades 
auditivas, comunicándose por lenguaje de señas y oral-
mente, mientras que el padre lo hacía por lenguaje de 
señas. El padre consideró que tuvo un trato discrimi-
natorio por su discapacidad y a la vez no se contempló 
el interés superior del niño. Sobre la discapacidad, los 
tribunales inferiores consideraron más apropiado vincu-
lar el régimen de visitas a la madre, dada la facilidad de 
comunicarse con el niño, ignorando la animosidad exis-
tente entre los padres (la actitud materna obstaculizaba 
el contacto con el niño). Los tribunales, según la Corte 
no tomaron en cuenta la discapacidad del padre y no se 
adoptaron medidas para facilitar el contacto padre-hijo 
en violación del art. 8 de la CEDH. 
Resultan interesantes los dos votos que por separado 
efectuaron los jueces Sajó y Motoc, con un abordaje sobre 
la cuestión de la discapacidad, considerando que hubiera 
sido adecuado haber tenido un trato diferenciado por par-
te del Estado de la situación del padre (quien fue tratado 
como una persona sin discapacidad). Se hizo hincapié en 
la aplicación y enfoque de la CPDP .
Además se señala que no se ha tratado la cuestión de 
la barrera comunicacional entre padre e hijo. Frente a 
una familia con discapacidad auditiva y un padre que se 
comunica sólo por lenguaje de señas, la comunicación 
con el hijo implica también que al niño se le enseñe el 
lenguaje del padre. Se invoca la CDPD.

DERECHOS HUMANOS

Migration 2015. 2015, pág. 2.
11 Párrafo 31.
12 http://www.oas.org/es/cidh/desc/docs/Pobreza-DDHH-InformePreliminar-2016.

pdf. Fecha de consulta: 11/1/2017.
13 Discriminación interseccional: concepto desarrollado en “Gonzalez Lluy y 

ot. vs. Ecuador” Corte IDH.
14 Recomendaciones en torno a: erradicación de la pobreza y la pobreza 

extrema con enfoque de derechos humanos; igualdad y no discriminación; 

realización progresiva y no regresividad de los DESC; acceso a la Justicia; 

empoderamiento y participación.

15 http://hudoc.echr.coe.int/fre#{“documentcollectionid2”:[“GRANDCHAMBE

R”,”CHAMBER”],”itemid”:[“001-170346”]}

fecha de consulta : 11/1/2017

AFFAIRE OSMANOĞLU ET KOCABAŞ c. SUISSE. (Requête no 29086/12). 

ARRÊT.STRASBOURG

10 janvier 2017. Versión original: francés. 

Traducción: a cargo de las Dras. Graciela Medina y Gabriela Yuba.
16 http://hudoc.echr.coe.int/fre#{“documentcollectionid2”:[“GRANDCHAMBE

R”,”CHAMBER”],”itemid”:[“001-170343”]}

fecha de consulta: 11/1/2017
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El 14 de febrero de 1912 nacía en Olavarría (Provincia de Buenos Aires) en el seno de una familia 
numerosa, Florentina Gómez  Miranda. Era la menor de 8 hermanos. Se recibió de maestra a los 
diecisiete años de edad, y a pesar de que le hubiera gustado ser odontóloga, no le fue posible y es-
tudió abogacía en la Universidad de La Plata donde se graduó en 1945. Al año siguiente se afilió a 
la UCR y comenzó su tarea militante. De profundas e inclaudicables convicciones democráticas, 
luchó incansablemente por el reconocimiento de los derechos de las mujeres, de los derechos 
civiles y las minorías, bregando por la igualdad de género. “Siempre les digo a las mujeres que 
todo se puede hacer si una quiere.” Y Florentina lo hizo. Entre 1983 y 1991 creó en el ámbito del 
Congreso de la Nación la Comisión de Familia, Mujer y Minoridad, que presidió durante varios 
años, y  desde allí presentó más de 150 proyectos legislativos de gran trascendencia social  que 
produjeron un cambio profundo en la vida de los argentinos. Temas que hasta ese momento eran 
impensados fueron abordados con valentía y compromiso. Así, se pusieron en la agenda política 
la patria potestad compartida;  el divorcio vincular; la pensión al viudo; la pensión a la cónyuge 
divorciada; la igualdad de los hijos extramatrimoniales; el derecho de la mujer a seguir usando 
el apellido de soltera luego de casada; la pensión a la concubina y concubino; la ley de cupo feme-
nino; la despenalización del aborto; y muchos otros que no tuvieron tratamiento como el estudio 
obligatorio del papanicolau  y la planificación familiar tuvieron su impronta.
A pesar de que no le gustaban los elogios, recibió numerosos premios y reconocimientos. Decía: 
“El único mérito que me reconozco es la coherencia. Digo lo que pienso y hago lo que digo”,  y a 
los 99 años necesitaba  -según sus propias palabras-,  99 años más para lograr imponer la “revo-
lución educativa”   como medio para terminar con las desigualdades y adquirir buenos hábitos. 
No llegó a festejar los 100 años en el Luna Park como era su deseo. Murió el 1 de agosto de 2011 
y muchas fueron las personalidades que se acercaron a despedir sus restos, pero hubo un emoti-
vo y recordado momento en el que una “atea militante” despedía a una “católica pensante”. Fue 
cuando Carmen Argibay destacó su trayectoria y  el aporte a favor de la igualdad de oportuni-
dades y de la igualdad de género. Esa fue su lucha y ésa fue su bandera, que es hoy la nuestra.  
¡Hasta siempre Florentina!

LAS PRIMERAS

MAESTRA DE PROFESIÓN
Y POLÍTICA POR VOCACIÓN
En esta edición de Juntas Somos Más repasamos la vida y obra de Florentina Gómez 

Miranda, quien luchó incansablemente por el reconocimiento de los derechos de las 

mujeres, batallando por la igualdad de género.
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Por Susana Medina



NOVEDADES

NOVEDADES

PRESENTE Y FUTURO 
DE LA JUSTICIA
El viernes 16 de diciembre de 2016 se llevó a 
cabo un panel sobre los problemas del presente 
y el futuro de la Justicia. Del mismo participa-
ron, entre otras autoridades, el legislador Gus-
tavo Vera, Monseñor Marcelo Sánchez Sorondo 
Decano de la Pontificia Academia de las Cien-
cias Sociales del Vaticano y la Dra. Claudia Caputi. Asistieron también, en repre-
sentación de AMJA las Dras. Mariana Salduna, Gloria Pasten, Ángeles Baliero de 
Burundarena, Fernanda Nuevo y Daniela Ferenc quienes entregaron un Recono-
cimiento al representante de la Iglesia Católica. AUDIENCIAS EN 

EL VATICANO
Convocadas por la diputada provin-
cial Mabel Pezoa viajaron a Roma, 
Italia, Cristina Irene Leiva, ministra 
del Superior Tribunal de Justicia y 
vicepresidenta de la Asociación Ar-
gentina de Mujeres Juezas y Patricia 
Durán, empresaria turística de Puer-
to Iguazú y presidenta de la Federa-
ción Misionera de turismo. 

AMJA PRESENTE 
EN EL SENADO 
DE LA NACIÓN

Las Dras. Graciela Medina y Karina 
Kalafatich concurrieron a la presen-
tación del Instituto de Derechos Hu-
manos en el Senado de la Nación.

PRÓXIMAS ANFITRIONAS
La Ciudad de Buenos Aires, Argentina, será la próxima 
sede de la XIV Conferencia Bienal de la IAWJ en mayo de 
2018 y para mostrar la ciudad y presentarnos como futu-
ras anfitrionas, compartimos un video en nuestra página 
web: www.amja.org.ar 

8 DE MARZO:
DÍA INTERNACIONAL 
DE LA MUJER
AMJA realizó un abrazo simbólico entre juezas de 
Paraguay y Argentina en el Puente Internacional.

ALMUERZO DE 
FIN DE AÑO
El viernes 2 de diciembre se llevó a cabo 
el tradicional almuerzo de fin de año con 
una excelente asistencia. ¡Agradece-
mos el interés y la presencia de tod@s!
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PREMIO A LA 
TRAYECTORIA 
2016
En el almuerzo de fin de año de AMJA, 
la Dra. María Luisa Lucas, actual Vo-
cal Titular de la Asociación, recibió el 
Premio a la Trayectoria 2ª Edición.

PREMIO A LOS 
DDHH 2016 
La defensora general de la Na-
ción Dra. Stella Maris Martínez 
fue reconocida por AMJA con el 
Premio a los Derechos Humanos 
2016, 1° Edición, también, en el 
almuerzo de fin de año de la Aso-
ciación. El premio reconoce los 
logros profesionales y persona-
les de la titular del Ministerio Pú-
blico de la Defensa de la Nación.

DISTINCIONES A 
EX PRESIDENTAS 
En el almuerzo de fin de año de AMJA 
se entregaron distinciones a las ex pre-
sidentas de la Asociación: Cristina Ca-
miña, Susana Parada y Estela Carcamo. 

AMJA EN LA ONU
El 13 de marzo se inauguró la Reunión 
61° de la Comisión de la Condición Ju-
rídica y Social de la Mujer en ONU, en 
la ciudad de Nueva York, principal ór-
gano internacional intergubernamen-
tal dedicado exclusivamente a la pro-
moción de la igualdad de género y el 
empoderamiento de las mujeres. La 
Delegación Oficial de Argentina la en-
cabezó la Presidenta del CNM Fabia-
na Tuñez y la Asociación de Mujeres 
Jueces de Argentina estuvo presente.

AMJA RECUERDA A 
CARMEN ARGIBAY
El 3 de febrero de 2005, Carmen Argibay 
juró como integrante de la Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación. La ceremo-
nia se realizó en el histórico salón donde 
se realizó el Juicio a las Juntas Militares, 
ubicado en la planta baja del Palacio de 
Tribunales. Ante una sala colmada de ma-
gistrados, funcionarios y empleados, entre 
los que estaban el entonces Ministro de Justicia de la Nación Dr. Horacio Rosatti, 
y el Procurador General de la Nación, Esteban Righi, se destacaba la presencia 
de su madre Ana Rosa Carle Huergo, quien emocionada escuchó el juramento 
de su hija ”Por la Patria y el Honor”. Tenía en ese momento 64 años y su extensa 
carrera judicial, iniciada a fines de la década del 50 , y su lucha a favor de los 
derechos humanos de las mujeres, la llevó a ocupar ese sitio, a pesar de haber 
recibido varias impugnaciones por sus opiniones sobre el aborto y por haberse 
declarado “atea militante”.
“Bienvenida Carmen Argibay”, decían los volantes firmados por la Unión de Em-
pleados de la Justicia de la Nación (UEJN) que presidía Julio Piumato, quien tam-
bién estaba presente acompañando a quien había pasado gran parte de su vida 
dentro del Palacio de Justicia de la calle Talcahuano. Conocía cada empleado y 
cada funcionario por su nombre y le decían “Carmencita”. Era respetada y que-
rida. Ciudadana ilustre de Buenos Aires, fue un modelo de jueza independiente y 
nuestra fundadora. Vaya nuestro recuerdo y reconocimiento permanentes.
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